	Fecha
	29 de octubre de 1979
	 Sesión número
	62

	Motivo: Hábeas Corpus

	Recurrente: Omar Zúñiga Sánchez.

	Recurrido: Alcalde de Aguirre y Parrita.

	Objeto del recurso: El recurrente reclama orden de apremio dictada en contra del tutelado.

	Respuesta del recurrido: Se informa que en el recurrente no se encuentra detenido, aunque con frecuencia se dicta en su contra apremio corporal por falta de pago de la pensión alimenticia, tomando como base la sentencia dictada por la Alcaldía de Escazú, que declaró con lugar demanda de pensión planteada contra del recurrente, fallo que fue confirmado por el Juzgado Sétimo Civil de San José, donde se establece que el problema del abandono alegado contra la esposa debe resolverse dentro de la demanda de separación que a la sazón se hallaba pendiente. Al mismo tiempo se conoció que posteriormente el apoderado del demandado presentó solicitud por escrito, tendiente a que se dejara sin efecto el fallo dictado en las diligencias de pensión, pues el Juzgado Sétimo Civil de San José, según sentencia firme, decretó la separación de los cónyuges y resolvió que el tutelado "no está obligado a pago alguno por concepto de pensión alimenticia en favor de la demandada. Que la Alcaldía denegó la gestión formulada, por considerar que solamente en la vía incidental podían variarse los conceptos de la sentencia dictada en las diligencias de pensión.

	Parte dispositiva
	Se dispuso declarar con lugar el recurso por cuanto la autoridad recurrida debió dar por terminadas las diligencias de pensión alimenticias, pues el artículo tercero de la ley respetiva dispone que "las cuestiones decididas de este modo tiene carácter provisional y subsisten mientras en vía ordinaria no se resuelva cosa distinta por sentencia ejecutoria". Esa regla debe aplicarse de inmediato, tan pronto se compruebe lo dispuesto en la vía ordinaria, sin que sea preciso seguir el trámite del artículo 35 de la Ley de Pensiones Alimenticias. 


Nº 62
Sesión ORDINARIA de Corte Plena celebrada a las trece horas y treinta minutos del veintinueve de octubre de mil novecientos setenta y nueve, con asistencia inicial de los señores Magistrados Coto, (Presidente); Retana, Arroyo, Odio, Cervantes, Jacobo, Vallejo, Cob, Blanco, Fernández, Valverde, Zavaleta, Porter, Benavides y Saborio. 
 Artículo II
Entra el Magistrado Villalobos.

Se conoce el recurso de hábeas corpus interpuesto por el licenciado Omar Zúñiga Sánchez en favor del señor Jorge Acuña Cubillo, contra quien, según lo afirma, el Alcalde de Aguirre y Parrita ha decretado orden de detención sin justa causa, en un asunto de pensiones alimenticias que está concluido, en virtud de existir sentencia firme dictada en contrario por el señor Juez Sétimo Civil de San José, cuya certificación consta en autos.

El señor Alcalde informó que el señor Acuña no se encuentra detenido, aunque con frecuencia se dicta en su contra apremio corporal por falta de pago de la pensión alimenticia ordenada en favor de la señora Yamileth Godínez Chichilla.

Se tienen a la vista las diligencias de pensión alimenticia en las cuales constan los siguientes hechos:

a) Que la Alcaldía de Escazú, en sentencia de la diez horas del tres de junio de 1978, declaró con lugar la demanda de pensión planteada por la señora Godínez Chichilla, y fijó en trescientos colones la pensión mensual, a cargo del demandado Jorge Acuña Cubillo.

b) Que ese fallo fue confirmado por el Juzgado Sétimo Civil de San José, a las dieciséis horas diez minutos del trece de julio del mismo año, y allí se dijo que el problema del abandono alegado contra la esposa debe resolverse dentro de la demanda de separación que a la sazón se hallaba pendiente.

c) Que la señora Godínez Chinchilla trasladó su domicilio a Parrita; y la Alcaldía de Escazú, a solicitud de ella; remitió las diligencias a la Alcaldía de aquel lugar;
ch) Que a petición de la actora, la Alcaldía de Aguirre y Parrita dictó repetidas órdenes de apremio corporal en contra del demandado; la penúltima de ellas por dos meses de pensión, correspondientes al período comprendido en entre el dieciocho de julio y el dieciocho de setiembre del años en curso;

d) Que el once de setiembre de este año, el señor Acuña  Cubillo depositó la suma de seiscientos colones, para cubrir las pensiones adeudadas;

e) Que el apoderado del demandado presentó una solicitud en escrito de fecha trece de setiembre, tendiente a que se dejara sin efecto el fallo dictado en las diligencias de pensión, pues el Juzgado Sétimo Civil de San José, según sentencia firme de la catorce horas del veintiocho de agosto del mismo año, decretó la separación de los cónyuges y resolvió que el señor Acuña Cubillo "no está obligado a pago alguno por concepto de pensión alimenticia en favor de la demandada";

f) Que la Alcaldía denegó la gestión formulada, por considerar que solamente en la vía incidental podían variarse los conceptos de la sentencia dictada en las diligencias de pensión;

g) Que posteriormente a solicitud de la señora Godinez Chichilla, por auto de las quince horas del once de octubre en curso, la Alcaldía dictó una nueva orden de apremio corporal, por falta de pago de la pensión correspondiente a la mensualidad del dieciocho de setiembre al dieciocho de octubre.

En realidad con vista de la certificación de la sentencia firme dictada por el Juzgado Sétimo Civil de San José, el señor Alcalde debió dar por terminadas las diligencias de pensión alimenticias, pues el artículo tercero de la ley respetiva dispone que "las cuestiones decididas de este modo tiene carácter provisional y subsisten mientras en vía ordinaria no se resuelva cosa distinta por sentencia ejecutoria". Esa regla debe aplicarse de inmediato, tan pronto se compruebe lo dispuesto en la vía ordinaria, sin que sea preciso seguir el trámite del artículo 35 de la Ley de Pensiones Alimenticias, pues dicho trámite del artículo 35 de la Ley de Pensiones Alimenticias, pues dicho trámite sólo rige, como es lógico interpretarlo, cuando deben comprobarse determinados hechos o circunstancias dentro del expediente de pensión, no así en el caso de que el derecho se extingue por una sentencia dictada en la vía ordinaria, si que sea preciso seguir el trámite del artículo 35 de la Ley de Pensiones Alimenticias, pues dicho trámite sólo rige, como es lógico interpretarlo, cuando deben comprobarse determinados hechos o circunstancias dentro del expediente de pensión, no así en el caso de que el derecho se extingue por una sentencia dictada en la vía ordinaria, pues en tal supuesto la norma aplicable es la del artículo 3 de la Ley de Pensiones. De manera que el señor Alcalde no debió haber decretado el apremio corporal por el pago de pensión posterior a la sentencia dictada en el juicio de separación judicial, apremio que, por lo mismo, viene a constituir una restricción ilegítima de la libertad.

De acuerdo con las razones expuestas, se resolvió: Declarar con lugar el recurso y cancelar la orden de apremio dictada por el señor Alcalde de Aguirre y Parrita en su resolución de la quince horas del once de los corrientes, contra el señor Jorge Acuña Cubillo.  

.
